PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la provincia solicita al Poder Ejecutivo, a través del órgano administrativo que corresponda, la información que se requiere a continuación, vinculada con las prestaciones del Instituto Autárquico de Obra Social – IAPOS:

1) Qué medidas dispuso la Dirección de la Obra Social para contrarrestar la exigencia de un arancel diferenciado a los afiliados del IAPOS, denominado “Copago”, por parte de prestadores del Departamento La Capital.

2) Si la Obra Social dispondrá algún tipo de sanciones para los prestadores, en particular, nucleados en la Asociación de Clínicas y Sanatorios de Santa Fe, que han exigido el arancel descrito en el punto 1.

3) Si el IAPOS ha ordenado un registro para determinar el número de afiliados damnificados por la práctica del “Copago” y si la Obra Social instrumentará un sistema de reintegro de los aranceles abonados a los prestadores por parte de los beneficiarios.

Sr. Presidente:



Causa profunda preocupación entre los afiliados al Instituto Autárquico de Obra Social de la provincia y sus trabajadores, la práctica del cobro de un arancel diferenciado por parte de los prestadores del Departamento La Capital, denominado “copago”.



La irregularidad hizo que la Asociación Sindical del Personal del IAPOS, formulara un denuncia ante la justicia, para que determine la existencia o no de delitos en estas maniobras. Previamente esta organización gremial había impulsado actuaciones en el ámbito de la Defensoría del Pueblo de la provincia, cuyas requisitorias no dieron resultado en la Obra Social.



Un caso paradigmático que tomó estado público a través de medios de comunicación de Santa Fe, involucró al afiliado José Postigo a quien el prestador no entregó los resultados de un estudio médico cardiológico, porque no se había abonado el “copago”, colocándoselo en una situación de vulnerabilidad en la atención de su salud.



No es la primera vez que el IAPOS sufre este tipo de vicios de cobro de plus médico o aranceles extras no tipificados, que perjudican a los afiliados, a los trabajadores de la Obra Social, y en última instancia al sistema prestacional mismo, por lo que urge que las autoridades adopten medidas de saneamiento.



Precisamente es lo que este Proyecto de Comunicación pretende dilucidar esclareciendo la actuación de las autoridades de la Obra Social. En caso contrario, es dable suponer la existencia de un estado de connivencia con los prestadores o con las entidades que los representan, a través de la violación sistemática de los convenios prestacionales, que rayan en la presunta comisión de hechos ilícitos.



Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación de este Proyecto.

